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Exp. 690/2018-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.
SEGUNDA SALA UNITARIA


	EXP. 690/2018


	SENTENCIA DEFINITIVA



	ACTOR: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE,  ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ



	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.




San Luís Potosí, S. L. P., a diez de diciembre del dos mil dieciocho.

VISTO para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 690/2018 promovido por la C. ********** contra actos emitidos por el ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ.
RESULTANDO
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintitrés de agosto de dos mil dieciocho, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ, por los actos que a continuación se precisan:

“…Que ese H. Tribunal declare la Ilegalidad e Invalidez de los actos que se reclaman y por consecuencia la Nulidad, Cancelación o Invalidez del cobro indebido que pretende Realizar el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, Soledad de Graciano Sánchez y Soledad de Graciano Sánchez (SIC), por medio del Contrato Número **********, por la cantidad de $14,383.00 (CATORCE MIL TRESCIENTOS OCHENTA Y TRES 00/100 M.N.) así como las deudas que se sigan acumulando a la anterior cantidad por ser éste servicio, un cobro de tracto sucesivo, adeudo el cual me fue notificado mediante recibo con FOLIO  **********, entregado en el domicilio ubicado en **********, en ésta Ciudad Capital, mismo recibo que corresponde al mes de mayo del 2018…”
Requerimiento

II.- Por auto de fecha veinticuatro de agosto de dos mil dieciocho, se recibió escrito de demanda de la C. **********y visto que del mismo se advirtieron evidentes oscuridades y omisiones, se le requirió para que precisara y exhibiera algunos documentos, apercibido que de no hacerlo se le desecharía la demanda.
Admisión de demanda y suspensión
III.- En acuerdo de diez de septiembre de dos mil dieciocho la parte actora dio cumplimiento al requerimiento de auto de fecha de veinticuatro de agosto del año en curso, por lo que se dejó sin efecto el apercibimiento formula en dicho auto, y se tuvo por admitida la demanda de la C. **********, en contra del  Organismo Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, motivo por el cual se ordenó que se corriera traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Por otra parte, se concedió la suspensión, para el efecto de que la Autoridad demandada no suspendiera, ni restringiera el servicio de agua potable en el domicilio de la parte actora.

Cumple suspensión

IV.- En auto de diecinueve de septiembre de dos mil dieciocho recibió oficio signado por el Delegado de la autoridad demandada, mediante el cual señala dio cumplimiento a la suspensión otorgada al actor, por lo que se dejó sin efecto el apercibimiento formulado en proveído de diez de septiembre del presente año.
Contestación de demanda y admisión de pruebas

V.- Por auto de fecha veintiocho de septiembre de dos mil dieciocho, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, por lo que se ordenó con la copia simple del escrito de contestación, se corriera traslado a la parte actora por el término de cinco días para que manifestara lo que a su derecho conviniera.

Así mismo, se tuvo a la parte actora por admitidas como pruebas;
· Original del contrato de arrendamiento celebrado por la actora con **********; persona a quien se encuentra dirigido el acto impugnado; relativo al inmueble ubicado en la calle **********de esta ciudad; 

· Estados de cuenta identificados con los folios **********, todos relativos al contrato **********, del domicilio ubicado en la calle **********de esta ciudad; 

· Reportes de Visitas de Inspección, Verificación de Instalaciones y Funcionamiento de Medidor de fechas diez de abril de dos mil quince y dos de julio de dos **********, respectivamente. 

· La testimonial a cargo de dos personas dignas de fe, a quienes deberá presentar la oferente de la prueba, debidamente identificados, el día en que tenga verificativo la audiencia final, APERCIBIDA que de no comparecer los testigos al desahogo la probanza, se declarará desierta la prueba testimonial correspondiente, conforme lo establece el artículo 80 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

·  Presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones; 
A la autoridad demandada se le admitieron las siguientes pruebas:

· Copia certificada del nombramiento expedido por el Director General de Organismo INTERAPAS, a favor del Licenciado José Herminio Gallardo Báez, de fecha veinticinco de febrero de dos mil dieciséis, con el cual la autoridad demandada justifica la personalidad con la que comparece a juicio.

· copia certificada de las hojas de trabajo para la toma de lecturas del grupo de facturación ********** sector ********** ruta **********; del periodo de facturación 06-08/2018 y que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas en el oficio de contestación de cuenta,

· Presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones.

Finalmente  se fijaron las once horas del veintitrés de octubre de dos mil dieciocho para el desahogo de la audiencia de ley.
VI.- En acuerdo de diez de octubre de dos mil dieciocho se tuvo al autorizado de la parte actora por realizando manifestaciones respecto a la vista que se le dio de la contestación de demanda.
Audiencia

VII.-
En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, y el Secretario certifico la inasistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, y respecto a la testimonio ofrecida por la parte actora visto que no compareció persona alguno, se declaró desierta dicha probanza; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes, finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés legítimo en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al comparecer como arrendataria del inmueble ubicado en **********, mismo domicilio que se señala en el recibo impugnado,  acompañando el contrato privado de arrendamiento celebrado con el C. **********documento que se localiza en foja 15 a 24 de autos, al cual se le concede valor probatorio  pleno, mismo que no fue objetado en cuanto a su autenticidad por la autoridad demanda, lo anterior con apoyo legal en el artículo 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, compareció por conducto del Licenciado **********, Apoderado Legal de dicho Organismo; acompañando copia certificada del nombramiento de fecha veinticinco de febrero de dos mil, la cual se localiza en foja  de este expediente, documento que adquiere valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la determinación de la contribución relativa al pago del derecho por servicio de agua potable, contenida en el estado de cuenta con el número de folio **********, en el cual se señala como tipo de cobro servicio medido, y respecto del periodo de facturación 05-06/2018, por la cantidad de **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala procede a analizar si en el expediente en que se actúa se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, prevista por los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia.
En este sentido la autoridad demandada en su contestación de demanda hace valer las causales de improcedencia de falta de acción y derecho con fundamento en lo dispuesto por los artículos   221, 228 fracciones II y XI, 229 fracción II, 231 del Código Procesal Administrativo, argumentando que la parte actora no justifica su interés jurídico y legítimo que funde su pretensión, ni justifica con documento legal alguno el carácter, el derecho y la acción con la que formula la demanda, debido a que la documental privada que acompañó consistente en el contrato de arrendamiento tiene carácter de privado y no ha sido elevado al carácter de público por lo que no se desprende fehacientemente que el actor comparezca como representante, apoderado, dueño o arrendatario del inmueble al cual se dirige el acto impugnado, sin embargo a juicio de esta Sala los argumentos planteados por la autoridad demandada resultan infundados, en razón de que el contrato de  arrendamiento exhibido por la parte actora es de naturaleza civil, por lo que no requiere para su validez formalidades determinadas, fuera de los casos expresamente designados por la Ley, de conformidad con lo establecido en los artículos 1668 y 2227 del Código Civil del Estado, y respecto a la legitimación con la que comparece la parte actora ya se hizo el pronunciamiento correspondiente en el considerando segundo de esta resolución.
ART. 1668.- En los contratos civiles cada uno se obliga en la manera y términos que aparezca que quiso obligarse sin que para la validez del contrato se requieran formalidades determinadas, fuera de los casos expresamente designados por la Ley.

 ART. 2227.- Hay arrendamiento cuando las dos partes contratantes se obligan recíprocamente, una, a conceder el uso o goce temporal de una cosa, y la otra, a pagar por ese uso o goce un precio cierto.

El arrendamiento no puede exceder de diez años para las fincas destinadas a habitación, de quince para las fincas destinadas al comercio y de veinte para las fincas destinadas al ejercicio de una industria o a la agricultura.
Resulta aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito: Registro No. 221332. Localización: Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. VIII, Noviembre de 1991. Página 185. Tesis Aislada. Materia(s): Administrativa.
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”
En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de impugnación planteados por la parte actora.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 03 a la 08 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."
SEXTO.- Como quedó reseñado en el considerando tercero de la presente resolución el acto impugnado lo es el cobro que se pretende mediante el estado de cuenta con número de folio **********, por la cantidad de **********
En primer término antes de entrar al estudio del único concepto de impugnación, es necesario puntualizar algunos de los antecedentes planteados por la parte actora en su escrito de demanda:

· Que desde el 29 de octubre de 2013 celebró contrato de arrendamiento con ********** respecto el inmueble ubicado en **********, por lo que el contrato **********con INTERAPAS  se encuentra a nombre del arrendador, y para acreditar esto anexo dos recibos de agua con folio ********** y **********documentales que obran agregadas a foja 25 y 26 del expediente en que se actúa, documentos que adquieren valor probatorio  pleno,**********con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
· Que el cobro que le efectuaban por el servicio de agua potable por el consumo bimestral rondaba en los 11m3, 22m3, 24m3 y 27m3, haciendo un total a pagar por bimestre de entre ciento cincuenta pesos y doscientos pesos, monto que le parecía razonable para una casa habitación.
· Que en marzo de 2015 el consumo de metros cúbicos ascendió a 209 m3 y actualmente 1335 m3, disparándose el monto total a pagar sin razón desde esa fecha a la actualidad por la cantidad de **********, siendo que nunca hizo uso del servicio de agua potable para fines diversos al uso doméstico.
· Que en vista de lo anterior solicitó al Organismo realizara visitas de inspección, verificación de instalaciones y funcionamiento de medidor, las cuales se realizaron con fechas 10 de abril de 2015 y 02 de julio del 2016, reportes que anexó a su demanda y se encuentran agregados a foja 27 a 30 del expediente en que se actúa, documentos que adquieren valor probatorio  pleno,**********con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
Ahora bien, la parte actora en su escrito inicial de demanda hace valer un solo concepto de impugnación, el cual contiene diversos argumentos que por su autonomía, cada uno de ellos deben ser estudiados de manera independiente, situación que se realiza de la siguiente manera:
1.- Que el INTERAPAS pretende indebidamente sin causa o razón jurídica afectar su patrimonio, lo cual se traduce en una falta total de fundamentación y motivación, pues se le pretende obligar a cubrir un importe por concepto de consumo de agua potable que jamás ha ocupado.
Niega lisa y llanamente haber realizado consumo de agua potable.
A juicio de esta Sala Unitaria, esté argumento que en este acto se analiza resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 136 de la ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; es obligación de los propietarios o poseedores de cualquier título de predios edificados, no edificados -cuando existan instalaciones adecuadas- así como los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores; siendo obligación de los Organismos prestadores la instalación de aparatos medidores para la verificación del consumo de agua del servicio público para todos los usuarios domésticos y no domésticos, en lugares accesibles para que el personal del prestador pueda llevar a cabo y sin dificultad las lecturas de consumo.(Art. 143 de la Ley en cita).  

Una vez instalada la toma y hechas las conexiones respectivas, el prestador comunicará al usuario la fecha de la conexión y la apertura de su cuenta para efectos de cobro, de acuerdo con lo previsto en el Artículo 146 de la multicitada ley; siendo indispensable mencionar que el servicio de agua potable será medido de conformidad con lo previsto en el Artículo 143 de dicho ordenamiento legal; y en el supuesto de que no se hayan instalado medidores, los pagos se harán con base en cuotas fijas previamente determinadas en el artículo 4º de la Ley de Cuotas y Tarifas del INTERAPAS, o en su defecto; tratándose de predios o casas deshabitadas y suspendidas con contrato, mediante el pago de una tarifa bimestral de conformidad con lo previsto en el Artículo 6 de la mencionada ley, distinguiéndose en su caso, el tratamiento aplicable para aquellos supuestos en los que exista impedimento para tomar lectura en donde se cobrará el promedio mensual o bimestral del consumo registrado en los últimos tres meses o bimestres según sea el caso, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas citada.
En complemento a lo anterior, la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí refiere en su Artículo 183, que todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten, con base a las tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, dentro del plazo que en cada caso señale el recibo correspondiente.
Bajo esta tesitura se tiene que es obligación de los propietarios o poseedores de cualquier título de predio edificado o no edificado el contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales.

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, se tiene que la parte actora comparece a juicio, ostentándose como arrendataria y poseedora del inmueble ubicado en **********Ahora bien, el acto impugnado consistente en el Estado de cuenta con número de folio **********, relativo al cobro del servicio de agua potable, drenaje y tratamiento, es referente al predio anteriormente citado, el cual cuenta con el contrato número **********, circunstancia que en ningún momento es negada por la parte actora.

Motivo por el cual, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 183 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten, resultando pertinente la transcripción de dicha disposición legal:

ARTICULO 183. Toda persona usuaria está obligada al pago mensual de los servicio públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, con excepción de aquellas quienes reciben estos servicios por parte de un organismo operador intermunicipal, mismos que deberán pagar bimestralmente.

Por lo que es de concluirse que desde el momento en que la parte actora es propietaria o poseedora de un inmueble que cuenta con un contrato con el INTERAPAS, se encuentra obligado a realizar un pago por los servicios prestados, ello de acuerdo con el marco legal establecido en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual; por lo que el hecho generador -causación del gravamen- de las contribuciones por los servicios públicos de agua potable y servicios conexos -alcantarillado y saneamiento- que da lugar a una obligación de pago por dichos servicios se deriva: 
1.
Del mandato legal establecido en el Artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí en el que se establece para los propietarios y poseedores por cualquier título de predios edificados o no; la obligación de contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, cuando existan en sus lugares dichos servicios, cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores.

2.
De la modalidad o tipo de servicio, el cual por regla general implica su prestación bajo la modalidad de servicio medido, el cual exige contar con aparatos medidores en los domicilios de los usuarios (Artículo 143 en relación con el 221 de la Ley de Aguas); en donde las cuotas por los servicios públicos estarán en función del uso del servicio aplicadas por rango de consumo de manera escalar; de acuerdo con lo previsto en la fracción II del Artículo 170 de dicha ley o bien; mediante cuotas fijas, las cuales se aplican de manera extraordinaria y sólo en aquellos casos en los que los usuarios no tengan instalado un medidor, de conformidad con lo establecido en la fracción III del Artículo 170 del ordenamiento legal en mención.
Lo anterior, con independencia de aquellos otros supuestos legales que prevén tratamientos distintos o especiales como lo serían, entre otros:

· El esquema de pago conforme a promedios de consumo por identificarse impedimentos para la toma de lectura en los domicilios; de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.
· La cuota fija para los casos de solicitudes de suspensión del servicio contratado conforme a lo dispuesto en el Artículo 148 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y Artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.
· La cuota fija para domicilios desocupados establecida en el citado artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.
· La Cuota fija para el suministro de agua potable de uso mínimo prevista en el Artículo 4 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.
· La aplicación de subsidios para pensionados, jubilados y afiliados al INAPAM conforme a lo previsto en el artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas 

En ese sentido se advierte claramente que el Organismo demandado por regla general debe de realizar el cobro del servicio de agua potable, alcantarillado, drenaje y tratamiento, bajo la modalidad de SERVICIO MEDIDO, situación que se configura en el recibo impugnado con número de folio **********ya que en el apartado denominado tipo de cobro se señala dicha modalidad. 

Ahora bien, como fue señalado en párrafos precedentes, la carga de probar la existencia de los consumos de agua potable -base o hecho generador del cobro reclamado-, recae en la autoridad demandada; quien, cabe señalar, no tiene impedimento legal para hacerlo, pues conforme lo dispone el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, quedando dicho formato, a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, de donde se concluye, que si dicho formato en el que se efectúo la toma de lectura de los medidores se encuentra a disposición de los usuarios en la oficina del prestador de servicio, también resulta que válidamente se puede aportar en juicio por la demandada, dicho artículo es del tenor literal siguiente:

ARTICULO 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos.

La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva.

Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso.

El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito.

En tal sentido, como pruebas para justificar la procedencia del cobro impugnado, la autoridad ofreció como pruebas las siguientes:

“DOCUMENTAL SEGUNDA.- Copias debidamente Certificadas de las Hojas de Trabajo para la toma de lecturas del GRUPO DE FACTURACIÓN 4, SECTOR 31 RUTA 1; DEL PERIODO DE FACTURACION 01-02/2015 (MES DE ENERO Y MES DE FEBRERO DEL AÑO 2015) AL PERIODO DE FACTURACION 05-06/2018 (MES DE MAYO Y MES DE JUNIO DEL AÑO 2018). 
Dichas pruebas documentales se encuentran agregadas de las fojas 54 a la 73 del expediente en el que se actúa, y fueron objetadas por la parte actora en cuanto a lo siguiente:
“..toda vez que resultan contrarias a derecho, en base a que no sirven para acreditar sus manifestaciones vertidas en su contestación, y asimismo, las pruebas que aporta en el escrito de contestación no fueron debidamente relacionadas con los hechos narrados en el mismo, por ende, no cumplen con los requerimientos de ofrecimiento de pruebas...”

Objeción que resulta a Juicio de esta Sala como infundada e inoperante, en atención a lo dispuesto por los Artículos 74, 91, 94 y 100 del Código de Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; en los cuales se establece textualmente lo siguiente:
ARTÍCULO 74. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.

ARTÍCULO 91. Son documentos públicos, todos aquellos que sean expedidos por los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones. Son documentos privados los que no cumplan con la condición anterior.

ARTÍCULO 94. Podrá pedirse el cotejo de firmas, letras o huellas digitales, siempre que se niegue o se ponga en duda la autenticidad de un documento público o privado. La persona que solicite el cotejo señalará el documento o documentos indubitados para hacer el cotejo, o bien, pedirá a la autoridad que conozca del asunto, que cite al autor de la firma, letras o huella digital, para que en su presencia estampe aquellas necesarias para el cotejo.

ARTÍCULO 100. Las partes podrán objetar los documentos ofrecidos como prueba, dentro del término de cinc o días, contados a partir de la fecha en que surta efectos la notificación del acuerdo en que se ordene que se agreguen a los autos. Los documentos no objetados dentro de ese término, se tendrán por auténticos, salvo prueba en contrario.

En el procedimiento contencioso administrativo la objeción de la autenticidad de un documento, se resolverá en la sentencia definitiva.

De los artículos anteriormente transcritos se desprende que tratándose de documentos públicos, éstos por regla general hacen prueba plena salvo la objeción que pueda plantearse con relación a su falsedad; cuestión que no constituye el contenido de la objeción plateada, pues ésta se hace consistir en objetar el documento por no ser el indicado para acreditar las manifestaciones en la contestación de la autoridad; lo cual implica un concepto distinto a la falsedad que pudiera argumentarse al respecto, razón por la cual deviene de infundada la objeción planteada.
En este sentido dichas pruebas documentales reúnen todos y cada uno de los requisitos requeridos por la Ley, ello en base de las siguientes consideraciones.

Del artículo 221 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, mismo que fue transcrito con anterioridad se desprenden los únicos requisitos que este Tribunal debe de tener en consideración para considerar como válidas las hojas de lectura de medidor.

En este sentido debemos destacar que este Tribunal es de control de legalidad por lo que su examen para declarar como legal o ilegal un acto de autoridad, debe constreñirse en principio, a lo que disponen las normas que lo rigen, sin que sea dable cuestionar el texto legal; en este sentido, para que las lecturas de consumo puedan ser considerados como legales, estas deben de reunir como requisito fundamental que quien las realice deberá de llenar un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, expresándose la lectura del medidor o la clave de no lectura en su caso. 

Motivo de lo anterior se tiene que en el documento aquí impugnado, el Estado de cuenta con número de folio **********, el cual se encuentra a foja 10 del expediente en el que se actúa,  se desprende que en el domicilio ubicado en **********, de esta Ciudad, cuenta con el número de medidor **********, resultando que dichos datos coinciden con los que se encuentran en las hojas de lecturas que en este acto se analizan, y en las cuales se encuentra señalada la lectura del medidor tomada en cada periodo, motivo por el cual se desprende que reúnen todos los requisitos que establece el artículo 221 de la Ley de aguas del Estado, por lo que hacen prueba plena de conformidad con lo establecido por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado.
Derivado de las anteriores consideraciones es que resultan infundados los planteamientos que en este acto se analizan, ya que la autoridad demandada logró acreditar con las hojas de lectura que exhibió en este juicio el consumo de agua potable registrado en el medidor con número **********correspondiente al domicilio ********** de la parte actora.
2.- Por otra parte el actor también se dolió en su escrito de demanda que el Organismo no le dio intervención para defender sus derechos, dejándolo en estado de indefensión, pues no existe ningún acta circunstanciada de las supuestas lecturas de las cuales pueda desprenderse la existencia de un supuesto consumo de agua potable.
Este argumento resulta infundado, en razón de que el Organismo demandado efectúa el cobro del servició de agua potable, drenaje y tratamiento, conforme a las disposiciones legales contenidas en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; ya que la misma regula el procedimiento que se debe de realizar para el cobro del servicio prestado, el cual ya quedo precisado anteriormente, por lo que bajo esta tesitura se tiene que el Organismo demandado para la emisión del recibo mediante el cual exige el cobro no está obligado a darle intervención a los usuarios como lo menciona la parte Actora, ya que por tratarse del cobro de derechos de agua, drenaje y tratamiento el procedimiento se realiza conforme a lo referido con anterioridad, sin que ello signifique que los usuarios no tengan el derecho a una garantía de audiencia; toda vez que conforme a lo establecido en la Ley de Aguas para el Estado; ésta se colma con el ejercicio de los derechos establecidos en el artículo 188 de la citada Ley de Aguas, de entre los cuales destacan; presentar alguna inconformidad, solicitud al cumplimiento del contrato, interponer medios de defensa, solicitar información por escrito, recibir oportunamente los recibos con el derecho de reclamar errores en los mismo, tal y como se advierte de lo establecido en las fracciones II, III, IV y VIII del citado artículo, el cual para una mejor comprensión de lo expuesto a continuación se transcribe:
ARTICULO 188. Son derechos de los usuarios: 

 I. Exigir al prestador de los servicios la prestación de éstos, conforme a los niveles de calidad establecidos por las leyes respectivas; 

 II. Acudir ante la autoridad competente, en caso de incumplimiento a los contratos celebrados entre  los usuarios y los organismos operadores del servicio, a fin de solicitar el cumplimiento de los mismos; 

 III. Interponer los recursos y demás medios de defensa establecidos en la legislación aplicable, contra resoluciones y actos de los prestadores de los servicios, cuando estimen que les causen alguna afectación en su esfera de derechos; 

 IV. Solicitar por escrito información sobre los servicios públicos en forma suficientemente detallada para el ejercicio de sus derechos como usuario, siempre que acrediten el interés jurídico que les asiste; 

 V. Denunciar ante la autoridad competente cualquier acción u omisión cometida por terceras personas, que pudieran afectar sus derechos; 

 VI. Recibir información general sobre los servicios públicos en forma suficientemente detallada, para el ejercicio de sus derechos como usuario; 

 VII. Ser informado con anticipación de los cortes de servicios públicos programados; 

 VIII. Conocer con debida anticipación el régimen tarifario y recibir oportunamente los recibos correspondientes, así como reclamar errores en los mismos; 

 IX. Formar comités para promover la construcción, conservación, mantenimiento, rehabilitación y operación de los sistemas destinados a la prestación de los servicios públicos; 

 X. Organizar comités de agua rural, para el mantenimiento y operación de los sistemas de agua potable y alcantarillado en los centros de población de las zonas rurales, debiendo el municipio, el organismo operador o la Comisión, prestarles el apoyo necesario; 

 XI. Constituir personas morales a las que se pudiera otorgar en concesión, o con las que se pudieran celebrar contratos para construir y operar sistemas, prestar los servicios públicos o administrar, operar, conservar y mantener la infraestructura hidráulica respectiva, y 

 XII. Participar, a través de los consejos consultivos, en la planeación, programación, administración, operación, supervisión o vigilancia del prestador de los servicios, en los términos de la presente Ley.
En lo referente a que no existe ningún acta circunstanciada de las supuestas lecturas, resulta ser infundado, pues como quedó precisado en el apartado anterior el artículo 221 de la Ley de Aguas señala los únicos requisitos que deberá cumplir el Organismo para el registro de las lecturas tomadas de los medidores, sin que en el mismo se señale que deberá realizarse un acta circunstanciada ni que se le deberá dar intervención a los usuarios para tal efecto, únicamente se deberá de llenar un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, expresándose la lectura del medidor o la clave de no lectura en su caso, mismos formatos que fueron aportados por la autoridad demandada y analizados y valorados anteriormente.
Motivo por el cual, es de desestimarse los argumentos vertidos por la parte actora que en este apartado se analizan; sin dejar de considerar que en la presente controversia la garantía de audiencia, de la que se duele el actor, de hecho se materializa en el ejercicio de su derecho a interponer medios de defensa como se acredita con su escrito inicial de demanda.
3.- Finalmente el actor refirió que de conformidad con lo dispuesto en la Ley Federal sobre Metrología y Normalización los poseedores de los instrumentos de medición tienen obligación de permitir que cualquier parte afectada por el resultado de la medición se cerciore de que los procedimientos empleados en ella son los apropiados, y por lo tanto asegura que los procedimientos de medición no fueron aplicados de manera correcta pues jamás se hizo la revisión, certificación, calibrado y/o verificación del medidor del domicilio de la actora.

Que la autoridad demandada no probo en las visitas de inspección descritas con anterioridad que haya consumido dichos metros cúbicos, ni mucho menos que hayan existido anomalías y fugas en las instalaciones de la red de agua.

A juicio de esta Sala este planteamiento resulta infundado e improcedente, ya que en primer término la disposición legal que señala es de ámbito Federal la cual no es aplicable al caso, pues el ordenamiento legal que regula el Servicio de Agua Potable es la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, el actor refiere que el INTERAPAS no realizó ninguna revisión, certificación, calibrado y/o verificación al medidor, lo cual resulta ser totalmente contradictorio a lo expresado en sus antecedentes, pues en ellos manifestó que el Organismo le realizo dos visitas de inspección, verificación de instalaciones y funcionamiento de medidor, y anexo los reportes correspondientes a dichas visitas con Folios ********** y **********, por lo que es de determinarse que el Organismo si efectuó tales visitas de verificación al medidor **********, mismos que se digitalizan a continuación:
“DIGITALIZACION DE DOCUMENTOS”
En este sentido, se pudo apreciar en el reporte de fecha diez de abril de dos mil quince en el apartado RESULTADOS DE REVISIÓN DE INSTALACIONES, MEDIDOR Y OBSERVACIONES EN CAMPO que se determinó que las instalaciones se encontraban en buen estado, y en el reporte de fecha dos de julio de dos mil quince que no se encontró usuario en el domicilio.
Asimismo, el actor refiriere que con esas visitas la autoridad no logró probar el consumo efectuado, sin embargo esa no es su finalidad, en primer término como ya se analizó el consumo se registra por el personal del Organismo en un formato  el cual debe contener los requisitos señalados en el artículo 221 de la Ley de Aguas, y por otra parte las visitas de verificación se encuentran reguladas en el artículo 215 de la Ley de Aguas del Estado, y tienen entre otras finalidades verificar el funcionamiento correcto de los medidores, y como quedo asentado en el párrafo anterior en el reporte de folio ********** se determinó que el medidor **********se encontraba en buen estado.
“ARTICULO 215. Los prestadores de los servicios, excepto cuando se trate de concesionarios, podrán ordenar la práctica de visitas por personal autorizado para verificar:

I. Que el uso de los servicios públicos sea el autorizado;

II. Que el funcionamiento de las instalaciones sea acorde a lo que se disponga en la autorización concedida;

III. El funcionamiento de los medidores y las causas de alto o bajo consumo;

IV. El diámetro exacto de las tomas y de las conexiones de las descargas;

V. Que no existan tomas clandestinas o derivaciones no autorizadas;

VI. La existencia de fugas de agua;

VII. Que las tomas o descargas cumplan con lo dispuesto en el presente Ordenamiento, y

VIII. El cumplimiento de la ley.

…”
Ahora bien, no pasa inadvertido para esta Sala Unitaria como hecho notorio que en el diverso juicio 95/2016/2, seguido y resuelto por esta misma Sala, la parte actora hubiese controvertido el acto consistente en el recibo con folio **********, relacionado con el contrato número **********que se señala en el recibo ahora impugnado con folio**********, declarándose su nulidad parcial para el efecto de que fuera expedido otro acto, derivado de la insuficiente fundamentación y motivación en el contenida, por no especificar claramente la forma en que se había determinado el promedio de toma y en lo referente a los adeudos fundara y motivara si también aplicó promedio de toma y de no ser así justificara con las lecturas correspondientes el cobro de servicio medido; sentencia que fue cumplimentada por la autoridad demandada y que mediante auto de quince de enero de dos mil dieciocho se declaró cumplida, auto que se encuentra firme al no haberse interpuesto en su contra medio de defensa alguno, pues, el criterio sostenido en la presente sentencia no resulta discordante con el criterio sostenido en aquella sentencia, en razón de que en el actual caso se realiza el análisis de los conceptos de impugnación a la luz de otro tipo de cobro, situación que permite desprender la variación de la sustancia en la Litis configurada en cada uno de los casos señalados.

Cabe precisar que, los hechos notorios no serán objeto de prueba, al tratarse de actuaciones dictadas por esta misma Sala, los cuales se pueden referir aun cuando las partes no lo hubieran mencionado; lo anterior, en términos de lo dispuesto por el artículo 61 Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y por analogía, en relación con el criterio adoptado en las Tesis que se transcriben a continuación:
Época: Décima Época Registro: 2009758 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo III, Agosto de 2015 Materia(s): Civil. Tesis: (V Región)3o.2 K (10a.). Página: 2181. 

“HECHOS NOTORIOS. PUEDEN INVOCARSE COMO TALES, LOS AUTOS O RESOLUCIONES CAPTURADOS EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE), AL SER INFORMACIÓN FIDEDIGNA Y AUTÉNTICA. De acuerdo con la doctrina, cabe considerar notorios a aquellos hechos cuyo conocimiento forma parte de la cultura normal o general propia de un determinado círculo social en el tiempo en que se produce la decisión, excluyendo de éstos las características de universalidad, conocimientos absoluto y efectivo, así como la permanencia del hecho, pues no se requiere que éste sea objeto de un conocimiento multitudinario; resulta suficiente el conocimiento relativo, es decir, la posibilidad de verificar la existencia del hecho de que se trate mediante el auxilio de una simple información; es innecesaria la observación directa por todos los individuos pertenecientes al grupo social, y no obsta a la notoriedad de un hecho la circunstancia de haber acontecido con anterioridad, por considerarse que éste sea, al momento de desarrollarse el proceso, respectivamente. Por su parte, tratándose de los tribunales, los hechos notorios se definen como aquellos que el órgano judicial conoce institucionalmente con motivo de su propia actividad profesional; situación esta última que coincide con lo asentado en la ejecutoria de la contradicción de tesis 4/2007-PL, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 103/2007, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, junio de 2007, página 285, de rubro: "HECHO NOTORIO. PARA QUE SE INVOQUE COMO TAL LA EJECUTORIA DICTADA CON ANTERIORIDAD POR EL PROPIO ÓRGANO JURISDICCIONAL, NO ES NECESARIO QUE LAS CONSTANCIAS RELATIVAS DEBAN CERTIFICARSE.", que determinó que un hecho notorio para un tribunal, es aquel del que conozca por razón de su propia actividad jurisdiccional y en la cual se dejó abierta la posibilidad de que un juzgador podía invocar como hecho notorio una ejecutoria recaída a un anterior juicio de amparo relacionado, pero del índice de un diverso órgano judicial, si se cuenta con la certificación previa de las constancias relativas, lo que permitiría sustentar una causa de improcedencia en la existencia de aquél. Ahora bien, en los Acuerdos Generales 28/2001 y 29/2007, emitidos por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, se estableció la instauración del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), como programa automatizado de captura y reporte de datos estadísticos sobre el movimiento de los asuntos del conocimiento de los órganos jurisdiccionales y se indicó la obligatoriedad de utilizar el módulo "Sentencias" del referido sistema para la captura y consulta de las sentencias que dicten los Tribunales de Circuito y los Juzgados de Distrito, respectivamente, y señala con precisión que la captura se realizaría el mismo día de su publicación, y sería supervisada y certificada por el secretario que al efecto designaran los titulares; por tanto, se concluye que la captura obligatoria y consulta de la información que los tribunales federales realizan a dicho sistema electrónico, si bien no sustituye a las constancias que integran los expedientes en que éstas se dictan, lo cierto es que genera el conocimiento fidedigno y auténtico de que la información obtenida, ya sea que se trate de autos o sentencias, coincide fielmente con la agregada físicamente al expediente; de ahí que la información almacenada en dicha herramienta pueda ser utilizada en la resolución de asuntos relacionados pertenecientes a órganos jurisdiccionales distintos, contribuyendo así al principio de economía procesal que debe regir en el proceso, a fin de lograr el menor desgaste posible de la actividad judicial y, como consecuencia, evitar el dictado de sentencias contradictorias, máxime que la información objeto de consulta en el referido sistema reúne, precisamente, las características propias de los hechos notorios en general, pues ésta es del conocimiento de las partes intervinientes en el juicio; es posible su verificación a través de la consulta en dicho sistema automatizado; para su validez es innecesaria la observación o participación directa de todos los intervinientes; y su captura aconteció en el momento en que se produjo la decisión. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA REGIÓN.”
Época: Novena Época Registro: 167593 Instancia: Pleno Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIX, Abril de 2009 Materia(s): Constitucional Tesis: P./J. 43/2009 Página: 1102 

“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LOS MINISTROS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PUEDEN INVOCAR COMO HECHOS NOTORIOS LOS EXPEDIENTES Y LAS EJECUTORIAS DICTADAS POR ELLOS EN EL TRIBUNAL EN PLENO EN ESE PROCEDIMIENTO. Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, según su artículo 1o., resulta válida la invocación por el tribunal de hechos notorios, aun cuando no hayan sido alegados ni demostrados por las partes. En ese sentido, es indudable que los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su calidad de integrantes del Tribunal en Pleno, al resolver las acciones de inconstitucionalidad que les han sido planteadas pueden válidamente invocar oficiosamente, como hechos notorios, los expedientes y las ejecutorias dictadas en aquéllas, como medios de prueba aptos para fundar una sentencia, sin que sea necesaria la certificación de sus datos o el anexo de tales elementos al expediente, bastando con tenerlos a la vista, pues se trata de una facultad emanada de la ley que puede ejercerse para resolver la contienda judicial.”

En atención a todo lo anterior, y ante lo infundado de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en su escrito inicial de demanda, y toda vez que la parte actora no logró desvirtuar la presunción de legalidad del que gozan los actos de autoridad; a juicio del Magistrado que integra esta Sala Unitaria lo procedente es declarar la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en el estado de cuenta con folio número **********, referente al contrato **********, emitido por el Organismo Operador Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, toda vez que la parte actora no logro desvirtuar la presunción de legalidad de que gozan los actos de autoridad. 

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora no acreditó su acción y en consecuencia se decreta la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, recibo con folio **********, derivado del contrato número **********, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Séptimo de la presente sentencia. 
TERCERO.- Notifíquese personalmente, y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe. RÚBRICAS.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
